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TIECHOS

PRIMBRO.-. La presente calrsa se sigue por un delito contra las

personas y bienes protcgiclos en caso de co¡lflicto armado, previsto en el

artícLrlo 6ll.l del Código Penal, e¡r relación con el artículo 608.3 clel Código

Penal, en concllrso real con Lu1 delito de homiciclio, previsto y penaclo en el

artículo 138 del cócligo Penal. Los hechos a los que se reflere, y qlre a

continuación se exponen, asimismo están comprenclidos en los artículos 146 y

147 del lV Co¡rvcnio de Gincbra, relativo a la protección cle personas civiles en

tiempo de guerra. E[ Ministerio Fiscal como las demás partes en el presente

Sunrario están confomtes con los hechos como con su calificación jurídica.

De las diligencias obrantes en la causa resulta acreditado qlle, con ocasión
de la ocupaciór-r milirar cle lrak por parte de los Estados Unidos y países aliados -
despr-rés de qr.re las tropas estadounidenses y britit¡ricas cruzaran la frontera con
Kuwait (20 de rnarzo de 2003) e hicieran algunas incursiones en Bagdad hacia el
7 de abril - en la nradrugada del 8 de abril del 2003,|a 3" División de Infantería
del Ejército de los Estados Unidos cruzó la zona occidental de Bagdacl hasta
situarse en la riber¿r clel río Tigris. En la mañana de ese día, los carros de
conrbate del 64'Reginriento Blindado,4o Batallón, pertenecientes a la corrpañía
Alpha de la citada División se situaron en un extremo del puente Al Jumhr-rriya,
Desde el mismo et'ectuaron disparos a edificios gubernanrentales y otras
posiciones militares iraquíes. Desde varios días antes del conrienzo de la
ocupación la tlayor parte de los medios de cornunicación internacional se
encontraban alojaclos en el hotel Palestina de Bagdad (uno de los edificios rnás
altos y et'nblel-ná ticos dc la ciudad), adonde se habían trasladado por indicación
del Pentágorro est¿tdouniclense. EI hotel estaba situado cl.r i¿1. zona oriental del río
Tigris, donde se encontraba la rnayor parte de Ias áreas residenciales de Bagdad
y, por tanto, habitada por población civil. De otro lado, las sedes de televisión
árabes Al Y azira y AbLr Dhabi, ubicadas en edif rcios residenciales, se
encontraban situadas en el otro ntargen del Tigris y al este del Puente Al
Jttmlir"rriya. Tanto Al Yazira conro Abu Dhabi TV habían infbnrado previaureute
a la invasión su ubicación exacta al Pentágono, nrarc¿rndo aderrás sus sedcs con
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grades letreros de Prensa. No consta qLre existieran otros lLrgares en los qLre se
alojaran o trabajaran otros medios de contLnicación. Los citados ca.rts de
combate se encontraban a unos 1.700 rnetros clel hotel Palestina y a Llnos 300
metros de las sedes AI Yttzira y Abu Dhabi. De esta for¡ra los medios cle
comunicación podríarr así vet, filmar, retransmitir e infolmar de ia actividad de
los carros.

Una de las ¡trisiones encorlrendadas a la citada División era evitar que los
rnedios de conrunicación internacionales informaran sobre las op..u.io,-r.,
rrilitares en cln'so en la torra cle Bagclad.

A este fili previametrte la 3" División había bombardeaclo las secles cle
las televisiones árabes citaclas (Lrna de ellas - Al Yazira - justo en el momento en
qLre dos personas trataban de recolocar Ias cánr¿iras en la parte sLrperior), para luego
y a prin-rera hora de [a mañ¿ura citada disparar con los carros a las mismas (ie
anretralló directamente la cá ¡¡ara de Abu Dhabi situada en el techo del edificio)
consiguiendo así que no pudieran grabar lo que acontecía o fuera a acontecer y,
con ello, emitir.

Tales ataques, ¿tparte de grandes daños nrateriales, c¿rlrsaron un rlrLrerto
(el periodista Tarek Ayyoub) y dos heridos en la sede de Al yazira.

A continuzrción, para corrple tar el plan, sobre las l l:00 horas
aproximadarnente, el carro de combate estadouniclense "Abralls M 1,,,
pertenecientealacor-npañía"A",disparóunproyectil de l20mm.contrael hotel
Palestina, a Ia altura cle la plarrta qLrince. El periodista español de Ia cadena de
televisión Telecinco, dor-r José Manuel Couso Permuy, que se encontraba
filrnando desde la habi[ación 1403, fue alcanzado por la metralla procedente del
estallido de proyectil, falleciendo pocas horas después en el Hospitat Ibn Nafis,
de Bagdad. Asi¡nismo, perdió la vida en ese ataqlle un reportero de la agencia
Reuters (Taras Protsyul<), que se encontraba en la planta superior, y resultarrdo
con heridas graves al nrenos otros tres periodistas (Samia Najul, Paul Pasquale y
Faleh l(heiber).

El citado carro contaba con elementos dc visión con los cuales se podía
apreciar con total claridad a las personas qlle se encoutraban en ventanas y
balcones err el hotel y los objetos que portaban.

La persona que dio la orden directa de disparar al hotel frre el Teniente
Coronel PHILIP DE CAMP, al mando del Regimienro de Blindados n.64 de
la Tercera División de Infantería Acorazada del Ejército norteamericano, quien
transmitió laorden al Capitán PHILIP woLlroRD, al rrando de la Unidacl de
Blindados. Este autorizó a qLrien materialmente efectuó el disparo, Sargento
TFIOVIAS GIBSON, perteneciente a la Corrpañía «A» del Regimiento de
Blindados n" 64.

Se ignora qué aLrtoridad superior nortcamericana (u-rilitar o política)
planeó la operaciór-r de evitar qr-re los rnedios de comr-rnicación informaran; si
bien la n-risrna pudo ser clacla para sLr ejecuciórr al Jef'e del CLrartel General y
Comandante de dicha 3" Divrsión Buford. BLOUNT, y sncesivamente al jet-e de
la 2" Brigada de dicha División, Coronel David. PERKINS.
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SEGUNDO.- E[ pasado día l5 de marzo ha entrado en vigor laLO ll20l4,

de 13 de rnarzo, qr-re modifica la LO 6/1985 de I de jLrlio, del Poder Judicial,

relativa a la jr-rsticia rrniversal. La refonna afecta al artículo 23 dela citacla Ley y,

en lo c¡ue se refiere al presente Sumario, en lo siguiente:

Primero.- El nr¡evo apartaclo 4 del artícr,io 23 señala qr-re la jLrrisdicción

española será corlpctt;rtLe"para conocer de los hechos cometidos por españoles o

extranjeros .firerct del territorio nctcionctl ntsce¡:libles cle tipificarse, según lct ley

espcrñola, como ctlguno de lo,s si.gui.entes delito.s cuctndo se cumplan las

co n d iciones exp res ado s :

ct) Genocidio, l.e.sct humctnidad o conlrct los person«s y bienes ¡trolegitlos

en caso de conJlicto armudo, sientpre que el procedimienlo se dirija

conlra un español. o contra un ciudadano extranjero que resida

habitualmenle en Españo, o contra un exlranjero que se enconlrarq en

España y cuya extradi.ción hubiera sido denegada por las autoridades

e.spañolus.

b)

p) Cualquier olro delito cuya persearción se inryonga con cnrdcter

obligatorio por un Tralado vigenle pura Españo o por olros ctclos

normativos de unct Orgctnización lnlernctcional de lct que Españer sect

miembro, en los sLtpueslos y condiciones que se determine en los mismos".

Segr-rndo.- De otro laclo, el nLrevo apartaclo 5 del artículo 23 preceptúa qLre

"los delilos a los que .se refi.ere el apartado anterior no serán perseguibles en

Espoña en los sigltienle.\ supuestos:

a).

b) Cuantlo sa ltayu iniciudo un ¡troceditnienlo para su investigación y

enjuiciamiento en el Estctdo del lugctr en el que se hubierctn comelido los hechos o

en el Esktdo de ¡¡ucionulidutl de la persono t qtte se inpule su comisiótt, sientpre

qLte;

l') La personq tr lo clue se impule lct comisión de los hechos no se

enconlrara en lerrilorio español.

Tercero.- La Disposición transitoria única señala que "/a.s coltsa.\ que en el

ntontento de enlracla cn vigor tle esta Ley se encltentren en tra¡nitación por los
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delitos ct los que se hctcen reJ'erencict en la misma quetlartín sobreseíclss hasta qtre

no se ctcredite el curnplintento de los requisitos establecidos en ella".

TERCERO.- lll ¿rrtículo I46 de la [V Corrvención cle Ginebra, relativa

a Ia protección clelliclrr a las pers0nas civiles en tiernpo de gucrra, (aprobacla

el 12 de agosto de 1949 por la Conferencia Diplornática para Elaborar

Convenios luternacionales destinados a proteger a las víctimas de Ia glterra,

celebrada en Cinebra det l2 de abril al l2 de agosto de 1949. Entrada en vigor:

2l de octubre de I950) qlle se refiere a las Sanciones Penales, preceptÍter:

"I. Ccncr:tlicladcs:

Lct.s Altct.s Partes Contralantes se comprotnelen a tontar todas las

oportLtna.s rnedida.s legislativas para deterntinar las odecuadas sanciones

penales clue se hctn cle aplicar a las personas que hayan cometido, o clado

orden de cometer, una cu.alquiera de las infracciones graves contra el

presente Convenio de./inidas en el artículo siguiente.

Cctdct unu de lcts Pctrtes Conlratantes lendrci la obligución de

buscar a lts personu.s ctcusctdcts de hctber comelido, u ordenctdo comeler,

unct cuolquieru dc lo.s infitrcci.ones gr(tve.s, -v debercí htcerlss comparecer

ante los ¡tropios lribunales, sea cuttl lircre .su nacionalidctd. Podrá

también, si lo preJiere, y segtin lcts condiciones previstcts en lcr propia

legislación, entregarlas para que sean juzgadas por otra Parte

Contratante interesada, si ésta ha formulado conlra ella cargos

stlicientes.

Ri\ZONAIVI I BNTOS JU RÍ D I COS

PRIMERO.- Conro se observa el nuevo apartado 4.a) del artículo 23

LOPJ, aderlás de introducir nuevos reqr-risitos de perseguibilidad, introduce ¿x

novo los delitoS conlrct lus ¡tersonas y bienes prolegilos en caso de conflicto

onnctflt¡. Al efecto la jLrstificación de la iniciativa legislativa dc esta

introclr-rccióu de "nlrevos delitos" se hacía en base a qlre "e.s inobjetable que la

ley antplía lu.s ¡tosibiliclcrcle.s de ocluación de nuestros.iuzgados y lribunales ntás

alla tlel rerr¡torio cle nttestro pcti.s urando se eslá ampliando la listct de clelitos
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qlte son perseguibles ntri.s ctllci de rutestras Jronleras, porqLte se añaden delitos

nltevos" (Debate cic Ia lefbr-nra en el Senado el pasado día 12 de rr-rarzo). Sin

emberrgo, lo cierto es qLre estos delitos ya podían ser perseguidos au[es sil-r

necesidad de una nrcnción expres¿I (la prueba es este Sumario), sencillamente

porqlle ya estaban encu¿iclraclos en el apartado h) del antiguo artículo 23.4:

Cualquier otro que, .segrin los tratados y convenios internacionale.s, en

pctrticttlctr los Co¡tvenio.s de derecho inlernacionctl humttnilctrio y de protección

de los derechos huntonos, clebu ser perseguido en Espcrñtt.

El Tratado ¡rara este caso es Ia lV Convención de Ginebra de 1949,

relativa a la protección debicia a las personas civiles en tiempo de guerra,

Convención qr-re España firmó, ratificó y pLrblicó (vigente desde 1952) y que por

ello fbrma parte de nuestro ordenanriento jurídico (art. 96.1 CE y 1.5 CC).

En esta Corrvención se hace referencia a los delitos contra las personas y

bienes protegiclos cn caso de conllicto arnraclo. Según el artícLrlo 146 de Ia

nrisma antes trascrito, España se obligaba a dictar las oportunas nonras para la

sanción penaI de estas conductas. En curnplirliento de ello surgieron los

artículos 608 y sigLrientcs del Código Penal (en los quc expresarnente se

menciona la citada Convención), y son precisanrente los que se aplican al

preseute caso corr ocasión de la muerte del periodista español Sr. Couso por

nrilitares norteamericarros. (el propio Tribunal Suprerno (STS 124012006 y

69112010 así Io confirnró).

Como se sigue del citado articLrlo 146, España -al suscribir el Tratado-

se obliga ir perseguir cl clclito (bLrscar a las persorras y lracerlas comparecer)

sea cual sea la nacio¡rllid¿td de los autores y estén clonde esté¡r. La obligaciórr

es clala y terminantc, sin que se reduzca, coulo ell otros tratados, a Lrna lacLrltad

del Estado Parte:

Hay tratados qu.c fhatltan (no obligan conro el de la IV Cor-rverrción) a

los Estados que a lrar,ós de sus leyes nacionales puedan asumir para sí una

mayor protección y tutela de los bienes jurídicos inter-nacionales que los

convenios pretenden proteger. España, en Lrso de esa facLrltad, otorgó la máxinta
protección, siendo un lcferente n-lundial (Lrsticia universal ¿rbsoluta en Lluos

casos y concLlrrente en otros) hasta la refoul¿r de 2009, siendo con ésta luego

limitacla y ahora, sin duda, claramente restringida, daclos los reqr-risitos de

perseguibilidad qrle se irnponeu- Pero corno se dice para los Estados patte en

este tipo de tratados ello solo es facLrltativo y el legislador español, con la nueva

reforr-na operada, ha decidido linritar la conrpetencia de la jr"rrisclicción española
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a los ténninos previstos en el artículo 23. Tttl decisión del legislador será

discutible o no y poclrá provocar debates en torno a qLre se dé Iugar a Lrna posible
impr-rnidad; mas uo corresponde a los jtreces cuestiouar tal decisión, dada su

fulnción constitucional; salvo obviaurerrte qLIe supongan ul'r¿I cLrestión cle

inconstitucionalidad.

SBGUNDO.- Con-ro se sigLre de la nueva reforma del artícLrlo 23.4 a) se

limita la persecución a que los procesados sean españoles o extranjelos qrre

residan habitualnrente en España, o extranjeros qr¡e se eucuelttren en España y cuya

extr¿ldición liaya sido dcnegacla por lers atrtoricladcs españolas.

Con ello, siendo Ios procesados extranjeros que no se ha]lan ni residen en

España, de conforrnidacl a la refbrma señalada, procedería, sin más, el archivo de la

presente causa.

Sin embargo, teniendo en cnenta que el citado artíctllo 146 de Ia lV

Convención de Ginebra se contradice abiertamente con el nuevo apartado 4 a) del

artíctrlo 23, no procccle el archivo cle la cat¡sa:

De otro ¡notlo cst:rríirrnos adnritiendo la posibilidacl de que un2r nornra

interna modifique o clerogue urra disposición de un tr:rt¡do o cotrvertio

iuternacionalvigentc para Bspaña,lo cual estit proscrito por dos razo¡les:

En primer lugar, porque corl ello se vulneraría la Convención de Viena

sobre el Derecho de los Tratados, también suscrita por España, qLte preceptúa:

Artículo 26'. "Paclct .sunl servandet". Toclo lraludo en vigor obligct cr lcts

parles y debe ser cttmplido ¡tor ella.s de buenaJe.

Artículo 21 . El clerecho interno y la ob.servancia de los tralados. Una

porte no podrti invc¡cctr lus di.spo,siciones cle stt derecho inlerno como

jtrstiJicoción deI inctttttpIimienlo de un Irttlctdo.

De hecho, el propio legislador en la Exposición de Motivos de la

reforrna, viene a reconocerlo implícitamente Con esta.finalidcrcl, se preci,sun los

limites positivo.s y ncgcrtivos de la posible extensión de la jurisdicción española:

es necesario qtre el legi.slodor clelerntine, cle ttn tnodo niustorlo al lenor le los

tralados inlernuciottrtles, t1té delitos cometidos en el extranjero pueden ser

persegtritlos por lcr.iusticia español7 y en qué ca.sos y condicione.s.

En segr-rndo lugar, porque para nrodificar o clerogar trna disposiciórl de un

tratado, la propia Constituciórr Española prevé un específico trirmite (art.96.t CE):

las dispctsicittnes dc un tralado sólo podrcín ser derogctclus, tttodiJiccrclos o

('¡
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suspend¡dos en la Jbrmcr previstct en los propio,s tratctdos o de acuerdo con las

normcts generales clel Derecho internacional; Io clLre obviamente no acontece en

el caso. Asi, solo es posible modificar o derogar el artículo 146 sigr-riendo ese

trámite.

SEGUNDO.- La solución del conflicto es evidente: el juez clebe

inaplicar la nucva nornlir. EI Estac'lo de Dereclio exige la existencia de órganos

independientes que velcn por los derechos y liber-tades de los ciudadanos,

aplicando iurparcialnrente Ias nonras que expresan Ia voluntad popLrlar y

controlando la actuaciórr de los poderes públicos. Al conjr-rnto de estos órganos

jr"rrisdiccionales a los clLre se atribuye este cometido se llama PoderJudicial. Y er-i

la Cor-rstitLrción española el Poder JLrdicial, adenrás de ostentar en exclusiva el

ejercicio de la función.jurisdiccional, ejerce un control de los poderes ejecutivo y

legislativo a través cle los triburnales ordinarios (aparte cle la jurisdicción

constitnciolral). Y, así, nrecliante la inaplicació¡r de una ¡ronrla internacontraria a

una disposición de un tratado eljuez está ejercierrdo ese control. No es otra cosa

sino la aplicación ¡rlena del principio de lcgalidad, al que por cierto alLrde Ia

Exposiciór-r de Motivos de la reforrna señalada: Ese es el senlido que inspira lct

ref|rma clue uhoru :;e llevct ct cubo, delimitar con clctridad, cott plena aplictrcititt

del princi¡tio de lei1ulitlttl .v reJ'orzando la seguridad jtrídiccr, los supueslos en

cltte la juri.sdicción es¡tctñolo puede investigett' y conocer de delitos comelidos

Juera del territorio en qtte España eierce str soberania. Es además una

exigerrcia constituci<¡nal, al someter a los jueces únicametrte al irnperio de la ley

(art. ll7 CE).

De otro laclo, no cabe duda de la primacia del Dereclro Internacional

sobre el Dereclro irrterrro, rr-táxirre en nratelia de Derecho Intenracional

Flumanitario. Así el Tril¡unal Constitucional ha indicado -STC 78182- qr-re los

tratados sobre est¿rs ntatcrias (Dcrechos l-lunranos) debert ser corrsiderados canon

de i¡terpretación de l¿ts uon-nas relativ¿ts a Ios derechos futrdamentales y

libertades pítblicas, en los térrninos de[ artículo 10.2 CE. Y precisameute, los

cuatro Convenios cle Cinebra se corrsideran el n[tcleo de Derecho ]nternacional

Hunranitario.

Es ntás, conro sc clijo, para rnoclitlc¿rr una Conveltción la Co¡rstittrción

(96.1) señala Lltl caLlcc proceclimental, al estziblecer que las disposiciones del
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Tratado solo podrárl ser derogadas, modificadas o sLrspendidas en Ia forma

prevista en los propios Lratados o de acuerdo a Ias uon.nas generales del Derecho

Internacior-ral, u[ilizanclo el rrisrno procedimiento previsto para sr.r aprobación

(art. 96.2 CE). Se esl"á así reconociendo "Ln¿r especial resistencia o firerza

pasiva" a los trataclos eu relación con las nonras internas (STC 36/91), lo qLre

slrpone la prirlacía clel trataclo, sin qr"te se tr¿rte cle una relación jerirrquiczr., sino

rnás bien de un¿r lelación cle competenci¿1, que corresponde decidir a los

tribunales ord inari os.

Aún más, el ¡:ropio legislador en esta reforma reconoce la prirnacía y

obligatoriedad de Ios tratados:

- en el Debatc en el Senado deI pasado día 12 de nrarzo de2014, tlas el

cual se aprobó esta refornra, cuando la Senadora del Crr-rpo Popular

Sra. Franco Co¡zález que defendía la refornr¿t manifestaba de

acuerclo con nue.\tra Con.tlitución los lratados inÍernacionale.r tienen

suprentacíct sobre uralqrtier ley orgánica u ordinaria, con lo cual , en

el .supuesto de un conflicto entre una ley orgánica como é.sta y un

lratctdo inlernttcionctl, sicmpre va o lener preemi.nenciet lo di,sptteslo

en el tratctdo internacionol.

- en la I3xposición de Motivos: Lo extensión de let juri,sdicción

nacionul.fiteru cle lcts propicts.fionleras, ctdentrcinclttse en el itmbi.to de

lct soberoniu de olro Estado, debe c¡uedetr circunscril¿t ct lo's cimbitos

cltre, previstos por el Derecho In.ternacional, deban ser asumidos por

España en cumplimiento de los compromisos internacionales

adqttiriclos: la extensiótt de la jurisdicción española más alla de lo'c

límites territoriales españoles debe venir legilimada y iustificado por

la exi.slencict cle un tt'ctlctclo inlernctcir.¡ttal clue lo prevea o autorice, el

consen.go de I a cornttrticlod in lernctcionctl.

- y en el nuevo apartado 4 p) del artícLrlo 23 LOPJ: la jLrrisdicció¡

española serti conrpctente poru conocer de los hecho.s comelidos por

espoñole.s o extremjeros Jiteru del lerritorio nctcionctl susceptibles de

tipificcrr.se, .segitl la ley espoñolo, como olguno de los .siguientes

clelitos; [ ..] curtlquier ofro delito cttyrt ¡tersecución se itn¡trtttgu cott

crtrúctar obligutttrio Por un Traludo vigente para Esptñ4. Y lo cierto

\
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es que uo constarl tratados más claros qLle el citado lV convenio que

i rtlpone esa ob I i gal.oria persecución.

TBIICBRO.- Podr'ía pens¿lrse que la solLrción sería plantear Lrna cuestión

de inconstitr-rcionaliclacl ante el Tribunal ConstitLrcional. Sin etrbargo en estos

casos ello no es posiblc; Lanto pol lo expuesto arrteriornrente cot-no porqLrc los

convenios y tratados internacionales no tienen uLla jerarquía supraconstittlcional,

sino que, por el contrario, se exige su subordinación a Ia Constltución, pues así

se deduce del altículo 95.1 CE, además de quc requieren un control previo de

cor.rstitr-lcionalidad (aLt. 95.2 CE) y un control posterior de constitucior-ralidad,

equiparados erl este senticlo a la ley (art. l6l. t") CE).

Bl pro¡rio'l'ribunal Constitucional así lo ha enterrdido (SSTC 49188,

28191, 64191, 2l4l9l, 142193 31194): estos supuestos carecen de relevancia

constitucional al rro existir Lrn problema de validez constitucional de la trorttta,

puesto que no se enclrcntra afectada su conformicJad con la Constitución, siendo

una cuestión de aplicat¡ilidad de una nonna al caso concreto cuya resolución

corresponde a los órgarros jLrdiciales. Por tanto, es a los órganos judiciales a los

que corresponde, en uso de su fhcultad de intelpretar [as nom]as jtrríclicas,

decidir si la nornra lr¿rcional es contraria a una nolma de derecho ittternacional,

procediendo e11 caso aflrltrativo a str inaplicaciórl.

En consecuenci¿r, procede inaplicar e[ apartado citaclo del artícLrlo 23 de

la LOPJ, y en su lr-rgar aplicar el apartado 4 p) antes citado, y corl ello reafirntar

que la jurisdicciórr española SÍ es competente para conocer de los hechos a

qLle se refiere la prcsente c¿tLlsa.

CUAR'IO.- A cllo no obsLa el tluevo:tpart:rdo 5 clel artículo 23 que

exigiría previamente conrprobar si los EE UU han iniciudo ttn proceditniento percr

.str investigcrción y enjtricictntienlo cle lo personcr u qlte sc intl.tttle.stt cr¡tttisión.

También procede su inaplicación; pues de nuevo entra eu contradicción con el

artículo 146 de la [V Convención: según el misnro España podría tctmbién, si lo

preJiere, v segtin lcts cr¡nclicione.t previslas en la propia legislación, anlregnrlas

plrq tl ue sertn.j tti.gtrt!tts ¡tor ¡tlru Porlc Cottlrutanlc itrlercstrlu, si ésta lm

Jbrmtrlrtdo conlrrt ellu cttrgtts suJicienfe:;. La razórt es sirnple: EE UU lro ha

9
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Y, sobretodo, la citncla Disposición Transitoria suponclria también una

suspensión del altícirlo 146 de Ia lV Convencicin (se sLrspende sLr aplicación

hasta que se den los rcc¡Lrisitos); lo cr"ral signilicar'ía ignorar el alr-rdido trár¡ite

obligatorio qure establece la Constitución en el articulo 96.2 CE para suspender

r-rna disposición de un tratado (el nrisrno que para derogarla o modificarla).

SEXTO.- Err rcsr¡n-rcrr, el rllrevo artícLrlo 23.4 a) de Ia LOPJ introduce au

novo los clelitos contr'¿r las ¡rersonzrs y brenes protegidos er1 caso de conflicto

armado, sonretiéndolos a un requisito de pclscguribilidad. Sin ernbargo, se

contradice con Ia lV Convención de Ginebra qr.re obliga a persegr-rir estos delitos

sin limitación alguna. Dada la primacía de los tratados y que un tratado no puede

ser modificado por Lura nonla interna, resulta inaplicable Ia nueva norma,

sLrbsistiendo la disposición del tratado.

Esta inaplicaci<irr sullonc la aplicación clel nuevo aparado p) del artículo

23.4 cle la LOPJ, qLre c1a cobertura a la lV Convenciórl Cualquier otro delilo

urya persecución se ilt4tonga con curdcter obligotorio por un Trotado vigenle

pura España.

Por tanto, la jnrisclicción espariola Síresulta competente para conocer de los

liechos y delitos a qlle se contrac el presente Suutario.

Por e llo, y vistos los preceptos citaclos y clerllts de gerterrrl aplicaciórr

ISPONCO: Inaplicar en la presente causa los apartados 4

a) y 5 clel artículo 23 de la LOPJ, refornrada por la LO, así

col'lro sL¡ Dis¡rosicir'ln Transitorirt Única; sirt qr-re haya lr-rgar al

sobreseimiento y archivo cle la presente callsa.

Lo acLrerda y f-irnra cl llrro. Sr. D. Santiago.l. Peclraz Cómez, Magistrado-

JLrcz delJurzgado Ccntlal clc lrrstrucciórr ttúrtn. Urro. Doy f-e.
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